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EN NOMBRE DE LA REPÚBLICA

La Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia, actuando como corte de casación, competente para
conocer las materias de tierras, laboral, contencioso administrativo y contencioso tributario , regularmente
constituida  por  los  magistrados  Manuel  Alexis  Read  Ortiz,  presidente,  Manuel  R.  Herrera  Carbuccia,
Moisés A. Ferrer Landrón, Anselmo Alejandro Bello F. y Rafael Vásquez Goico, jueces miembros, asistidos
por la secretaria de la Sala, en la sede de la Suprema Corte de Justicia, ubicada en Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, en fecha 24 de marzo de 2021, año 178° de la Independencia y año 158° de la
Restauración, dicta en audiencia pública, la siguiente sentencia:

Apoderada del recurso de casación interpuesto por la sociedad comercial Caribe Asistencia Siam, SRL.,
contra la sentencia núm. 030-03-2018-SSEN-00377, de fecha 30 de noviembre de 2018, dictada por la
Segunda  Sala  del  Tribunal  Superior  Administrativo,  en  atribuciones  contencioso  tributario,  cuyo
dispositivo figura copiado más adelante. 

I. Trámites del recurso

El recurso de casación fue interpuesto mediante memorial depositado en fecha 19 de julio de 2019, en
la  secretaría  general  de  la  Suprema Corte  de Justicia,  suscrito  por  la  Lcda.  Lourdes Acosta  Almonte,
dominicana, provista de la cédula de identidad y electoral núm. 001-0834132-2, con estudio profesional
abierto en la calle César Canó F. núm. 313, sector El Millón, Santo Domingo, Distrito Nacional, actuando
como abogada constituida de la sociedad comercial Caribe Asistencia Siam, SRL., constituida y organizada
de conformidad con las leyes de República, titular del RNC 1-01-67345-1, con domicilio establecido en la
intersección formada por la avenida Tiradentes, y la calle Presidente González núm. 20, edif. La Cumbre,
6to piso, ensanche Naco, Santo Domingo, Distrito Nacional, 

La  defensa al  recurso de casación fue presentada mediante  memorial  depositado en fecha 15 de
agosto de 2019, en la secretaría general de la Suprema Corte de Justicia, suscrito por los Lcdos. Lorenzo
Natanael Ogando de la Rosa y Marcia B. Romero Encarnación, dominicanos, titulares de las cédulas de
identidad y electoral núms. 001-0768456-5 y 001-1647398-4, con estudio profesional, abierto en común,
en  la  consultoría  jurídica  de  su  representada,  la  Dirección  General  de  Impuestos  Internos  (DGII),
institución de derecho público autónoma y provista de personalidad jurídica propia, de conformidad con
las disposiciones contenidas en la Ley núm. 227-06, de fecha 19 de junio de 2006, con domicilio en la
avenida México núm. 48, sector Gascue, Santo Domingo, Distrito Nacional, representada por su director
general Magín Javier Díaz Domingo, dominicano, poseedor de la cédula de identidad y electoral núm. 001-
0172635-4, domiciliado y residente en Santo Domingo, Distrito Nacional.



De igual manera, la defensa al recurso de casación fue presentada mediante memorial depositado en
fecha  11  de  septiembre  de  2019,  en  la  secretaría  general  de  la  Suprema  Corte  de  Justicia,  por  el
Procurador General  Administrativo Dr.  César A.  Jazmín Rosario,  dominicano, tenedor de la cédula de
identidad y electoral núm. 001-0144533-6, con estudio profesional abierto en la intersección formada por
las  calles  Socorro  Sánchez  y  Juan  Sánchez  Ramírez,  2°  piso,  sector  Gascue,  Santo  Domingo,  Distrito
Nacional. 

Mediante  dictamen de fecha 24 de octubre de 2019,  suscrito  por  la  Dra.  Casilda  Báez  Acosta,  la
Procuraduría General de la República estableció que procede rechazar el presente recurso de casación. 

La audiencia fue celebrada por esta Tercera Sala, en atribuciones de lo contencioso tributario, en fecha
3 de febrero  de 2021,  integrada  por  los  magistrados Manuel  R.  Herrera  Carbuccia,  en  funciones de
presidente,  Anselmo  Alejandro  Bello  F.,  y  Moisés  Ferrer  Landrón,  jueces  miembros,  asistidos  por  la
secretaria y el alguacil de estrado. 

II. Antecedentes

Mediante  comunicación  núm.  E-ALMG-CEF2-00933-2014,  de  fecha  12  de  noviembre  de  2014,  la
Dirección General de Impuestos Internos (DGII), notificó a la sociedad comercial Caribe Asistencia Siam,
SRL., los resultados de la determinación de oficio realizada al impuesto sobre la renta de los períodos
fiscales 2009 y 2010; que no conforme, solicitó su reconsideración, siendo rechazada mediante resolución
núm. 1705-2015, de fecha 13 de enero de 2016, contra la cual interpuso recurso contencioso tributario,
dictando la Segunda Sala del Tribunal Superior Administrativo, en atribuciones contencioso tributario, la
sentencia  núm.  030-03-2018-SSEN-00377,  de  fecha  30  de  noviembre  de  2018,  cuyo  dispositivo
textualmente dispone lo siguiente: 

PRIMERO: DECLARA bueno y válido en cuanto a la forma, el recurso contencioso tributario interpuesto
en fecha doce (12) de febrero del año dos mil quince (2015), por la empresa CARIBE ASISTENCIA SIAM,
SRL.,  contra la Resolución de Reconsideración núm. 1705-2015, dictada por la DIRECCIÓN GENERAL DE
IMPUESTOS INTERNOS (DGII), en fecha cuatro (4) de diciembre del año dos mil quince (2015), por haber
sido incoado de acuerdo a las disposiciones que rigen la materia. SEGUNDO: RECHAZA en cuanto al fondo
el  Recurso  Contencioso  Tributario,  interpuesto  por  la  empresa  CARIBE  ASISTENCIA  SIAM,  S.R.L.,  en
consecuencia CONFIRMA en todas y cada una de sus partes la Resolución de Reconsideración núm. 1705-
2015,  dictada  por  la  DIRECCIÓN  GENERAL  DE  [IMPUESTOS  INTERNOS  (DGII),  en  fecha  cuatro  (4)  de
diciembre del año dos mil quince (2015), por la DIRECCIÓN GENERAL DE IMPUESTOS INTERNOS (DGII), por
los motivos expuestos. TERCERO: Por la naturaleza del recurso de que se trata, declara el proceso libre de
costas. CUARTO: ORDENA, la comunicación de la presente sentencia por secretaria, a la recurrente CARIBE
ASISTENCIA  SIAM,  SRL.,  a  la  recurrida,  DIRECCIÓN  GENERAL  DE  IMPUESTOS  INTERNOS  (DGII),  y  al
PROCURADOR GENERAL ADMINISTRATIVO, para los fines precedentes; QUINTO: Ordena, que la presente
sentencia sea publicada en el Boletín (sic).

III. Medios de casación

La parte recurrente invoca en sustento de su recurso de casación los siguientes medios: “Primero
medio: Errónea interpretación y mala aplicación de los artículos 293, 300, 338 y 344 de la Ley núm. 11-92,
mediante la cual se instituye el Código Tributario de la República Dominicana; así como de los artículos
108 y 109 del Reglamento No. 139-98 y 7 del Reglamento núm. 293-11, para la aplicación del impuesto
sobre la renta e ITBIS, respectivamente. Segundo medio: Desconocimiento de los artículos 338 y 344 de la
Ley núm. 11-92 y del artículo 7 del Reglamento núm. 293-11, para la aplicación del impuesto sobre la
renta e ITBIS, relativos al nacimiento de la obligación tributaria y a los servicios exentos del indicado
impuesto a los cuales invitamos vuestra atención. Tercer medio: Desconocimiento de lo dispuesto en el
literal d) del artículo 14 del Reglamento No. 293-11 para la aplicación del Título III del Código Tributario y
violación de los artículos 40 literal 15 y 243 de la Constitución de la República Dominicana” (sic).

IV. Considerandos de la Tercera Sala, después de deliberar Juez ponente: Rafael Vásquez Goico



De conformidad con lo que establece la Constitución de la República, el artículo 9 de la Ley núm. 156-
97, de fecha 10 de julio de 1997,  que modificó la Ley núm. 25-91,  de fecha 15 de octubre de 1991,
Orgánica de la Suprema Corte de Justicia y el artículo 1° de la Ley núm. 3726-53, del 29 de diciembre de
1953, sobre Procedimiento de Casación, modificada por la Ley núm. 491-08, del 19 de diciembre de 2008,
esta Tercera Sala es competente para conocer del presente recurso de casación. 

V. Incidente

En cuanto a la admisibilidad del recurso de casación
La parte recurrida Dirección General de Impuestos Internos (DGII), en su memorial de defensa solicita,

de manera subsidiaria, que se declare inadmisible el presente recurso de casación, por no cumplir con las
disposiciones del artículo 5 de la Ley núm. 3726-53, toda vez que el acto de emplazamiento núm. 459-
2019, de fecha 31 de julio de 2019, no contenía como anexo la sentencia impugnada.

Como el  anterior  pedimento tiene por  finalidad eludir  el  examen del  fondo del  recurso,  procede
examinarlo con prioridad atendiendo a un correcto orden procesal.

El artículo 5 de la Ley núm. 3726-53, del 29 de diciembre de 1953, sobre Procedimiento de Casación,
modificado por la Ley núm. 491-08,  del 19 de diciembre de 2008, señala que:  El  memorial  deberá ir
acompañado de una copia auténtica de la sentencia que se impugna y de todos los documentos en que se
apoya la casación solicitada, salvo lo dispuesto por la Ley de Registro de Tierras (…).

En ese tenor, la Ley núm. 834-78, de fecha 12 de agosto de 1978, prevé en su artículo 48, que: En el
caso en que la situación que da lugar a un medio de inadmisión es susceptible de ser regularizada,  la
inadmisibilidad será descartada si su causa ha desaparecido en el momento en que el juez estatuye.

En cuanto a dicho pedimento, esta Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia advierte, al analizar el
acto de emplazamiento núm. 459-2019, de fecha 31 de julio de 2019, instrumentado por el ministerial
Rafael  Alb.  Pujols  Díaz,  alguacil  de  estrado  del  Tribunal  de  Tierras  de  la  Jurisdicción  Original  del
Departamento Central, que este no contiene la copia certificada de la sentencia impugnada; sin embargo,
al momento de estatuir el presente recurso de casación, se corrobora que, en el expediente, se encuentra
depositada copia certificada de la sentencia impugnada, la núm. 030-03-2018-SSEN-00377, de fecha 30 de
noviembre de 2018, dictada por la Segunda Sala del Tribunal Superior Administrativo, en atribuciones
contencioso tributario. En ese sentido, se puede concluir que la irregularidad denunciada por la parte
recurrida  fue  debidamente  subsanada,  no  acarreando  agravio  alguno  ni  violentando  su  derecho  de
defensa. En consecuencia, se rechaza el presente medio de inadmisión  y se procede al examen de los
medios de casación que sustentan el recurso. 

Para apuntalar el primer medio de casación, la parte recurrente alega, en esencia, que el tribunal  a
quo realizó  una errónea interpretación de la  legislación vigente al  momento en que,  haciendo causa
común al transcribir los argumentos y conclusiones de la parte recurrida, confirmando en todas sus partes
la  resolución  impugnada,  lo  cual  evidencia  una  parcialidad  y  negación  de  justicia;  inobservando  que
independientemente  de  que  las  cifras  vertidas  en  la  sentencia  no  cuadren,  evidenciando  un  error
aritmético,  el  planteamiento  del  tribunal  se  encuentra  alejado  de  la  realidad  económica  del  hecho
imponible, toda vez que, de acuerdo con las disposiciones de los artículos 293 de la Ley núm. 11-92 y 108
y 109 del reglamento núm. 139-98, los ajustes cambiarios a través de la cuenta de resultado cambiario
deben presentar valores netos, contrario a lo que afirmó el tribunal a quo.

Para fundamentar su decisión, el tribunal a quo expuso los motivos que textualmente se transcriben a
continuación:

“Con relación al segundo argumento de la parte recurrente, referente a que la correcta interpretación
y aplicación de las diferencias cambiarias y su impacto en la forma de presentación de estas; en su escrito
señala que la Dirección General de Impuestos Internos (DGII) sin ningún fundamento legal, establece que
las diferencias cambiarias están gravadas con el ITBIS, agregando además que los argumentos vertidos por



la Administración resultan inconsistentes con la realidad de los hechos, con la legislación de la materia y
los principios consagrado en el artículo 243 de nuestra Carta Magna. Esta Corte al respecto, luego de
verificar la resolución de marras y los argumentos vertidos en ella, pudo comprobar que la recurrente está
en una confusión. Por una parte, la Dirección General de Impuestos Internos (DGII), expresó: “que tal y
como la misma empresa reconoce, esta ha incurrido en el error de presentar como operaciones exentas,
aquellas que corresponden a ajustes generados por diferencias cambiaras, las cuales debieron haber sido
presentadas  como  parte  de  la  totalidad  de  operaciones  gravadas  respecto  del  Impuesto  sobre
Transferencias de Bienes Industrializados y Servicios (ITBIS) (...) Que si analizamos el alegato vertido por la
impetrante, acerca de que la diferencia de ingresos determinada se origina debido a que declaró el monto
de  ajuste  cambiarlo  como  operaciones  exentas  del  Impuesto  sobre  Transferencias  de  Bienes
Industrializados y Servicios (ITBIS), concluiríamos en que además de ser una presentación incorrecta, por
tratarse de operaciones gravadas, no exentasq. Resulta que lo expuesto por la Administración se refiere, a
que la empresa realizó operaciones de sus actividades económicas en moneda extranjera, las cuales se
ven afectadas por  una diferencia  de cambios  de la  moneda (que puede ser  positiva  o negativa),  sin
embargo,  la  idea malinterpretada de la  recurrente  radica  en entender,  que la  diferencia  de divisa  o
cambiaría está gravada por el ITBIS, nada parecido a lo expuesto por la Administración Tributaria, puesto
se sobreentiende que lo que está gravado es el hecho generador de la obligación tributaria, que nace de
la transferencia, servicios o prestación o locación de servicio, por ende, a partir del hecho imponible se
aplica el  impuesto correspondiente a los  servicios o ventas realizados por la empresa,  que si  bien la
operación fue realizada en una moneda extranjera, no exime dicha operación de la aplicación del ITBIS. En
definitiva, nos permite concluir que lo que está gravada es la operación en sí,  cuyo hecho imponible
generará el impuesto a pagar siendo una transacción en moneda extranjera o local. En relación al punto
del tratamiento de las diferencias cambiarias en el Impuesto Sobre la Renta, el artículo 293 del Código
Tributario (Ley 11-92), dispone que: .Las diferencias cambiarias no realizadas al cierre del ejercicio fiscal,
derivadas de los  ajustes  en  la  tasa  de cambio,  sobre las  divisas  propiedad  de una empresa o  sobre
obligaciones en moneda extranjera se considerarán como renta imputable a los fines del  impuesto o
como  gastos  deducibles  del  negocio  según  fuere  el  casoL.  La  recurrente  en  síntesis,  reconoce  las
diferencias cambiarias como ingresos gravados o como gastos deducibles imputables en el ejercicio fiscal,
no obstante, arguye en que no se prohíbe que se registre el valor neto resultante de ambos ajustes en el
mismo  período  fiscal,  motivos  de  que  considera  nula  la  Resolución  en  virtud  del  artículo  6  de  la
Constitución de la República, relativo a la Supremacía de la Constitución. Al respecto esta Corte considera
muy acertadas las motivaciones dadas por la Dirección General de Impuestos Internos (DGII), en relucir
que  esta  ha  incurrido  en  el  error  de  presentar  como  exentas,  aquellas  que  corresponden  a  ajustes
generados  por  diferencias  cambiarias,  las  cuales  debieron  haber  sido  presentadas  como parte  de  la
totalidad de operaciones gravadas respecto del Impuesto sobre Transferencias de Bienes Industrializados
y Servicios (ITBIS). Que también es importante aclarar que la impetrante ha actuado de manera incorrecta
de .netearn las informaciones referentes al resultado de los ajustes cambiaros negativos y positivos, toda
vez que el Formulario IR-2, cuyo orden responde al principio de autoliquidación, y provee a la impetrante
las  casillas  correctas  mediante  las  cuales  debe  presentar  las  informaciones  devenidas  de  ajustes
cambiarios,  ya tal  Formulario debe ser  completado con la información integra  de ingresos obtenidos
durante  el  ejercicio  fiscal  correspondiente,  y  con  los  datos  exactos  de  los  ajustes  por  diferencias
cambiarias tanto positivas como negativas, mediante las casillas 33 y 134 del referido formulario, lo cual
de  ser  presentado  de  forma  correcta,  aplicará  el  impacto  pertinente  sobre  la  totalidad  de  ingresos
declarados, y por consiguiente, arrojará los resultados netos producto de los ajustes declarados. Que de
ninguna  manera  la  impetrante  debe  declarar  informaciones  económicas  de  manera  neta,  haciendo
cálculos que aun cuando ajustan sus registros contables internos, desconfiguran la Declaración Jurada que
para los fines tributarios debe mantenerse integra y autosuficiente . Que el Tribunal es conteste con lo
anterior, ya que conviene subrayar que resultaría contradictorio por parte de la recurrente reconoce, por
un lado que las diferencias  cambiarias  pueden ser  gravadas por  el  Impuesto Sobre la Renta y  en  su



Declaración Jurada insertadas como exentas cuando devienen de operaciones gravadas (ventas, servicios
etc);  el  -kiq-  del  asunto  predominante  es  que  la  empresa  cometió  un  error  al  presentarlas  en  su
formularios de manera neta cuando para el tratamiento de las diferencias cambiarias se ha habilitado las
casillas correspondientes en el (IR-2) para determinar los datos netos. En tal sentido, los formularios de
Declaración Jurada y  sus  anexos tienen un orden lógico,  que le  permite  analizar  a  la  Administración
Tributaria de manera eficiente las informaciones cotejadas por los contribuyentes,  pues el  diseño del
formulario está basado en una interpretación estricta donde lo único que se debe introducir son los datos
exactos que exigen cada casilla. En consecuencia, al introducir datos de manera diferentes a lo exigido en
el formulario, es decir, llenar el mismo como entienda la empresa recurrente, ciertamente afectará el
resultado de su autoliquidación, el cual al ser analizado por la Administración Tributaria, salió a relucir que
por un lado la empresa declaró en su IT-1 para el periodo 2009, operaciones ascendentes a la suma de
RD$83,5348,939.92 y en su Declaración Jurada (IR-2), la suma de RD$65,128,982.92, resultado que indicó
una diferencia de RD$18,449,957.92. diferencia sería el caso si la recurrente hubiese llenado su formulario
señalando en las casillas predeterminadas los datos de las diferencias cambiarias tanto positivos como
negativos, y en las demás, llenarlo de la forma indicada y correcta, tal y como lo establece la ley” (sic).

Esta Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia considera, que el tribunal a quo, ejerciendo el amplio
poder de apreciación de que está investido en esta materia, que lo faculta para valorar los medios de
pruebas y decidir de acuerdo con la credibilidad que le merezcan, siempre que establezca las razones que
respalden su decisión, llegó a la conclusión -luego de valorar integralmente las pruebas aportadas-, que
no constituía un hecho controvertido que la parte recurrente había declarado de forma incorrecta el
resultado de las diferencias cambiarias productos de las ventas realizadas en moneda extranjera. En ese
mismo orden, el tribunal a quo determinó que la parte recurrente había declarado exentas operaciones
que  se  encuentran  gravadas  con  el  Impuesto  a  las  Transferencias  Bienes  Industrializados  y  Servicios
(ITBIS). 

Si bien el artículo 293 del Código Tributario, así como los artículos 108 y 109 del reglamento núm. 139-
98,  para  la  aplicación  del  Impuesto  Sobre  la  Renta  (ISR),  establecen  el  tratamiento  de  los  ajustes
cambiarios que deberán realizar los contribuyentes, el hecho controvertido por ante los jueces del fondo
radicó en que la parte recurrente, al momento de declarar la ganancia o pérdida cambiaria no realizada
respecto de las cuentas de activo y pasivo en moneda extranjera existente al cierre fiscal, no lo realizó
conforme se indica en la normas antes indicadas, es decir, la recurrente no segregó el valor declarado en
el formulario IR-2 a fin de que se pudiera determinar el monto que corresponde al servicio transferido y el
resultado de la diferencia cambiaria, para el caso de que la hubiera, como lo establecen los artículos 108 y
109 del referido reglamento.

El hecho de haber declarado de manera neta el total del servicio transferido, afectó la base imponible
del impuesto y por tanto la percepción del recaudo del tributo. En consecuencia, al establecer los jueces
del fondo, que la recurrente no declaró en la forma que lo establecen las normas que rigen la materia, no
se aprecia que el  tribunal  a quo haya incurrido en los  vicios alegados por  el  recurrente,  por lo  que,
procede rechazar este primer medio de casación.

Para apuntalar su segundo y tercer medios de casación, los cuales se examinan de forma reunida por
su estrecha vinculación y resultar más útil a la mejor solución que se le dará al caso, la parte recurrente
alega, en esencia, que el tribunal a quo nuevamente asume la defensa de la parte recurrida, puesto que se
había  demostrado  que  las  diferencias  cambiarias  constituyen  ingresos  financieros,  los  cuales  se
encuentran exentos del Impuesto sobre Transferencias de Bienes Industrializados y Servicios (ITBIS), de
conformidad con lo previsto en el artículo 344 de la Ley núm. 11-92; que el hecho controvertido es que las
cuentas por cobrar en moneda extranjera se ajustan conforme con el mandato legal y las condiciones
prevalecientes en el mercado de divisas al cierre del ejercicio fiscal o al momento de efectuar su cobro;
que el  período fiscal  del  Impuesto sobre Transferencias  de Bienes Industrializados y Servicios  (ITBIS),
según el artículo 353 del Código Tributario, es el mes calendario, en consecuencia, cuando se realizan las



transferencias  de  bienes  muebles  industrializados  y  se  prestan  servicios  gravados  nace  la  obligación
tributaria  en  el  momento  en  que  se  emita  el  documento  que  ampara  la  transferencia,  o  desde  el
momento en que se entreguen los bienes o se preste el servicio, lo que suceda primero, lo que significa
que cuando tales operaciones se hacen a crédito o moneda extranjera y los clientes pagan las facturas
después del día 20 del mes siguiente al que corresponde la transacción la venta queda perfeccionada y
registrada con la tasa de cambio vigente el día de la operación. En virtud de lo anterior, se declara el IT-1
mensual y se paga el Impuesto sobre Transferencias de Bienes Industrializados y Servicios (ITBIS), causado
con estricto apego a lo establecido en el artículo 3 de la Ley núm. 11-92, de conformidad con el Título III
del Código Tributario y el Reglamento núm. 293-11 para su aplicación. El Impuesto sobre Transferencias
de Bienes  Industrializados y  Servicios  (ITBIS),  facturado  se  paga sobre la  base  real  conocida y  así  lo
adelanta el cliente en el mismo mes que recibe la factura independientemente de su fecha de pago; que
el indicado literal d) del artículo 14 del reglamento 293-11, al referirse a los servicios financieros exentos
de Impuesto sobre Transferencias de Bienes Industrializados y Servicios (ITBIS), precisa que: los servicios
financieros tales como los depósitos de cualquier naturaleza, préstamos, servicio de tarjeta de crédito,
líneas o cartas de crédito, canje de divisas y otros servicios financieros similares . Las diferencias cambiarias
derivadas de las cuentas por cobrar, por analogía, constituyen otros tipos de servicios financieros.  La
venta al crédito es el financiamiento que otorga el vendedor al comprador en el mercado en el curso
regular de los negocios lícitos que realiza una empresa en marcha, como es el caso de la recurrente, por lo
que pretender cobrar otro tipo de impuesto adicional al  margen de la ley constituye una violación al
artículo 40 numeral 15 de la Constitución, así como de los principios que rigen la tributación reconocidos
en el artículo 243 de la Constitución.

Para fundamentar su decisión, el tribunal a quo expuso los motivos que textualmente se transcriben a
continuación:

“ El Tribunal a-quo nuevamente asume como suya la defensa de la DGII, considerando en la -Pág. 14-
de su sentencia 030-03-2018-SSEN-00377 EQue si analizamos el alegato vertido por la impetrante acerca
de  que  la  diferencia  de  ingresos  determinada  se  origina  debido  a  que  declaró  el  monto  de  ajuste
cambiario  como operaciones  exentas  del  Impuesto  sobre  Transferencias  de Bienes Industrializados  y
Servicios  (ITBIS),  concluiríamos  en  que  además  de  ser  una  presentación  incorrecta  por  tratarse  de
operaciones gravadas no exentas.  Resulta  que lo expuesto por  la Administración se  refiere,  a que la
empresa realizó  operaciones de sus actividades económicas  en moneda extranjera,  las  cuales  se ven
afectadas por una diferencia de cambios de la moneda (que puede ser positiva o negativa), sin embargo,
la idea malinterpretada de la recurrente radica en entender, que la diferencia de divisa o cambiaria está
gravada  por  el  ITBIS,  nada  parecido  a  lo  expuesto  por  la  Administración  Tributaria,  puesto  se
sobreentiende que lo que está gravado es el hecho generador de la obligación tributaria, que nace de la
transferencia, servicios o prestación o locación de servicio, por ende, a partir del hecho imponible se
aplica el  impuesto correspondiente a los  servicios o ventas realizados por la empresa,  que si  bien la
operación fue realizada en una moneda extranjera, no exime dicha operación de la aplicación del ITBIS. En
definitiva, nos permite concluir que lo que está gravada es la operación; en sí, cuyo hecho imponible
generará el impuesto a pagar siendo una transacción en moneda extranjera o localQ (sic).

Esta  Tercera  Sala,  al  analizar  los  motivos  expuestos  por  los  jueces  del  fondo,  advierte  que  estos
llegaron a la conclusión de que la parte recurrente había realizado operaciones económicas en moneda
extranjera y que consideró el monto de ajuste cambiario como operaciones exentas del Impuesto sobre
Transferencias de Bienes Industrializados y Servicios (ITBIS). Es decir, que la parte recurrente no consideró
ese impuesto como parte de la totalidad de las operaciones gravadas, lo que afectó indebidamente la
base imponible.

En  ese  mismo  orden,  es  menester  indicar  que  si  bien  los  “canjes  de  divisas  y  otros  servicios
financieros”,  se  encuentran  exentos  del  pago  del  Impuesto  sobre  Transferencias  de  Bienes
Industrializados  y  Servicios  (ITBIS),  de  acuerdo  con  las  disposiciones  de  los  artículos  344  del  Código



Tributario  y  14 literal  (d)  del  reglamento núm. 293-11,  lo  cierto  es  que,  dicha disposición se  refiere
exclusivamente  para  los  servicios  financieros  prestados  por  entidades  de  intermediación  financiera
reconocidas por el Banco Central y la Superintendencia de Bancos; de ahí que al analizar la actividad
comercial que realiza la parte recurrente, se advierte, que esta no corresponde a este conglomerado, por
lo que esta no se beneficia de esta exención. En consecuencia, esta debió considerar el Impuesto sobre
Transferencias de Bienes Industrializados y Servicios (ITBIS) como parte de la base imponible del servicio. 

Al decidir los jueces del fondo que la recurrente no se beneficiaba de esta exención del Impuesto
sobre Transferencias de Bienes Industrializados y Servicios (ITBIS), el tribunal a quo aplicó correctamente
la ley que rige la materia, ya que las exenciones impositivas por constituir un privilegio o dispensa para el
pago  de  un  impuesto  solo  pueden  beneficiar  a  aquellas  actividades  o  personas  que  han  sido
taxativamente designadas por la ley, lo que no ocurre en la especie, tal como fue apreciado por el tribunal
a quo.

Finalmente, el estudio general de la sentencia impugnada pone de relieve que el tribunal a quo hizo
una  correcta  apreciación  de  los  hechos  y  documentos  de  la  causa,  exponiendo  motivos  suficientes,
pertinentes y congruentes que justifican la decisión adoptada, lo que ha permitido a esta Tercera Sala de
la Suprema Corte de Justicia, actuando como corte de casación, verificar que, en la especie, se ha hecho
una correcta aplicación de la ley, sin incurrir el fallo impugnado en los vicios denunciados por la parte
recurrente en los medios examinados, procediendo rechazar el presente recurso de casación. 

Conforme a lo previsto por el artículo 176, párrafo V del Código Tributario, el cual expresa que: en el
recurso de casación en esta materia no hay condenación en costas, lo que aplica en la especie.

VI. Decisión

La Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia, de conformidad con la Constitución de la República, la
norma legal aplicada al caso y en virtud de los motivos expuestos, dicta por autoridad y mandato de la ley
la siguiente decisión:

FALLA
ÚNICO: RECHAZA el recurso de casación interpuesto por la sociedad comercial Caribe Asistencia Siam,

SRL., contra la sentencia núm. 030-03-2018-SSEN-00377, de fecha 30 de noviembre de 2018, dictada por
la  Segunda  Sala  del  Tribunal  Superior  Administrativo,  en  atribuciones  contencioso  tributario,  cuyo
dispositivo ha sido copiado en parte anterior del presente fallo.

Firmado: Manuel Alexis Read Ortiz, Manuel R. Herrera Carbuccia, Moisés A. Ferrer Landrón, Anselmo
Alejandro Bello F. y Rafael Vásquez Goico.

César  José  García  Lucas,  Secretario  General  de  la  Suprema  Corte  de  Justicia,  CERTIFICO  que  la
sentencia que antecede ha sido dictada y firmada por los jueces que figuran en ella y fue leída en la
audiencia pública en la fecha en ella indicada. 
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